CONFERENCIA “LA CORRUPCION Y SUS EFECTOS SOBRE EL DESARROLLO Y EL ESTADO DE DERECHO”

Intervención del Dr. James Spinner, Coordinador del grupo interdisciplinario que desarrolla los programas anti-corrupción en el Banco Interamericano de Desarrollo

Esta es la primera conferencia a la que el Banco Interamericano es convocado para discutir políticas y programas de combate a la corrupción a nivel del país, lo cual nos brinda la oportunidad de  comprender mejor  cómo se conjugan las distintas dimensiones del problema en un territorio y las complejidades de la articulación de respuestas al mismo. No ignoramos la fuerte y persistente preocupación  de las autoridades públicas, de los centros académicos aquí representados y de numerosos sectores de la sociedad por la penetración y expansión  del fenómeno de la corrupción en Colombia. Conocemos asimismo el singular esfuerzo que se viene realizando para enfrentar vigorosamente esta circunstancia. Quisiéramos aprovechar la oportunidad para compartir con ustedes la óptica y la tarea que está desarrollando el Banco en esta área para luego analizar los escenarios en los que confluyen nuestras expectativas, con el propósito de definir conjuntamente el rol que puede asumir el Banco para asistir, si fuera preciso, en la lucha anticorrupción en este país.

El Banco está llamado a ayudar a controlar la corrupción en la región tanto porque así los reclaman los países como porque se hace necesario velar por la correcta asignación de los recursos que vierte en ellos. La corrupción es un problema grave para cualquier país, principalmente porque contribuye a socavar la confianza y la legitimidad de las autoridades e instituciones públicas, incide negativamente en  el eficiente uso de los recursos humanos y materiales del Estado, impidiendo el adecuado cumplimiento de las funciones públicas, y altera las reglas de juego del estado de derecho y en muchos casos la de los mercados.

La corrupción puede distorsionar  las funciones y los fines públicos y, frecuentemente, deriva en la malversación de los recursos materiales y humanos  destinados a su cumplimiento. Hay escenarios en los que su escala parece más evidente como el de las adquisiciones estatales, algunos casos de privatización o concesión de activos públicos, el ámbito fiscal y aduanero y la provisión de algunos servicios públicos; pero la corrupción también opera ligada al crimen organizado, a los delitos financieros y a la violencia, afectando a amplios sectores de la sociedad no estrictamente ligados al sector público. Por consiguiente, los perjuicios de la corrupción recaen en la sociedad en su conjunto, sobre las instituciones que la rigen y determina el deterioro de valores individuales y cívicos. 

Para el Banco  y en general para el financiamiento externo, se hace indispensable acreditar que los objetivos de los programas de asistencia se cumplan y que los dineros sean administrados de modo eficiente por nacionales operativos y confiables.

En definitiva, la corrupción es un problema del Estado y también un problema de desarrollo. Estas dos dimensiones demarcan los linderos de un ámbito de preocupación que nos es común  y dentro del cual deberíamos potenciar las oportunidades de colaboración.

Hace un par de años, el Banco venía abordando más bien indirectamente el tema de la corrupción dentro del contexto de las operaciones vinculadas a la Reforma del Estado. Decenas de proyectos han contribuido a mejorar el desempeño de las entidades públicas y a incrementar la rendición de cuentas en el sector. De esta manera estamos participando de forma más o menos explícita en la eliminación de los incentivos naturales a la corrupción. Esta línea de acción que incluye la asistencia a los sectores judiciales, a los Congresos y órganos ejecutivos, a los órganos de contraloría, a las aduanas y a  programas vinculados a los procesos de descentralización y de privatización etc., continúa teniendo hoy día plena vigencia y estimamos que conforman, quizás,  el escenario más adecuado para encarar el problema de la corrupción y aquél en el que la institución puede exhibir mayor experiencia.

Sin perjuicio de lo dicho, más recientemente, el Banco se ha involucrado de manera más directa y frontal en proyectos que tienen como objetivo específico combatir la corrupción y también los crímenes financieros, en particular el de lavado de activos, A vía de ejemplo, podemos citar el apoyo a iniciativas en República Dominicana, que luego derivaron en un programa más ambicioso de reforma de algunos sectores públicos y en asistencia en los procesos de privatización, y un proyecto regional, conjunto con la OEA, para promover la Convención Interamericana contra la Corrupción, ya sea en el sentido de su ratificación como de su implementación, que comenzará a ejecutarse en este segundo semestre. Talleres de carácter técnico en países que ya hubieran ratificado la Convención, pero que precisen adecuar su legislación a los términos de ésta para poder implementarla efectivamente. En las reuniones se identificarán y propondrán las medidas legislativas - u otras - necesarias para tipificar como delito en los derechos nacionales, las conductas que la Convención describe como actos de corrupción, y los mecanismos que aseguren su efectiva aplicación de las normas por los órganos jurisdiccionales competentes.

Así mismo, se ha iniciado una ronda de investigaciones sobre corrupción en el sistema hospitalario público de la región, en la que seis centros de estudio (uno de ellos colombiano: Fedesarrollo), fueron seleccionados para llevar a cabo, desde sus países, estudios durante un año. Se ha participado también en conferencias y foros de trabajo regionales donde, como aquí, reiteramos nuestro compromiso con los países en el enfrentamiento de este desafío y también nuestra disposición  de trabajar conjunta y  complementariamente con otros organismos multilaterales que comparten esta preocupación.

En el área de lavado de activos - que se vincula muy estrechamente con corrupción y también con violencia - el Banco y la Superintendencia Bancaria de Colombia organizaron este año, en Cartagena de Indias, un seminario dentro del contexto de la Asamblea Anual de Gobernadores, con el fin de analizar la situación de la región frente a este creciente problema. En él se concertó una rutina de colaboración y se delinearon distribuciones de roles entre agencias internacionales involucradas en el tema (OEA, CICAD,  Grupo de Acción Financiera, FMI, Naciones Unidas etc.), que enmarcarán próximas acciones del Banco en Centroamérica y en América del Sur. En los próximos días el Secretario General de la OEA, el Dr. Cesar Gaviria   y nuestro Presidente, el Dr. Enrique Iglesias, suscribirán el acuerdo que enmarcará la ejecución de un proyecto regional de adiestramiento al nivel de entidades reguladoras y reguladas, en mejores prácticas para detectar y prevenir el lavado de dinero y que beneficiará también a Colombia.

En relación con las adquisiciones públicas, el Banco ha introducido ajustes a las políticas de adquisiciones a fin de minimizar las oportunidades de corrupción en las operaciones que financia, dentro de la línea de quien han sido incorporadas por otras instituciones multilaterales de financiamiento. También en este año, se invitó a un seminario en nuestra sede sobre Eficacia y Transparencia en las Adquisiciones Estatales, que reunió a numerosos Contralores Generales de los países beneficiarios, para intercambiar experiencias e ideas acerca de cómo insertar de modo más visible el tema de las compras públicas en las políticas de reforma del Estado. 

Tal como refiriéramos al comienzo de nuestra exposición, a partir del permanente diálogo que nuestra institución mantiene con las autoridades públicas colombianas, estamos en conocimiento de la dimensión que ha cobrado el fenómeno de la corrupción en el país y de los esfuerzos que desde distintos frentes se han venido realizando y proseguirán a futuro; todo lo cual se ha ilustrado y ampliado en las elocuentes intervenciones que estamos escuchando en este encuentro.

Corresponde mencionar el singular papel que debe desempeñar la sociedad civil de este país en el combate a la corrupción: los centros académicos, que varios de ustedes representan, los gremios, la prensa y los grupos de ciudadanos independientes, han consolidado espacios que contribuyen a que dependencias estatales cumplan sus funciones. De aquí que sea dable pensar que las estrategias nacionales que se diseñen o implementen a futuro, no habrán de ignorar la presencia de estos u otros grupos de ciudadanos competentes y vigilantes.

En segundo lugar, cabe señalar que Colombia puede exhibir marcos normativos adecuados para combatir la corrupción, sin perjuicio de que la dinámica del fenómeno y la permanente necesidad de perfeccionarlos, expandirlos o ajustarlos, hagan de la tarea legislativa una labor constante. Colombia ha ratificado la Convención de la OEA; ha aprobado un Estatuto Anticorrupción que prevé controles sobre los recursos y las compras públicas y sobre la contratación de funcionarios (requiriéndose incluso el instrumento de la declaración jurada de bienes) e instituye mecanismos de vigilancia por parte de la ciudadanía; cuenta con un estatuto ejemplar de contralor fiscal y ha aprobado leyes y reglamentaciones que cumplen con exigentes estándares internacionales sobre lavado de activos. Sin embargo estos cuerpos legales parecen ser condición necesaria pero ciertamente no suficientes para controlar la corrupción. Probablemente porque, tal como sucede en muchos de nuestros países, los mismos no han sido acompañados de una efectiva y real implementación.

Esto nos conduce a reflexionar sobre el quehacer de las instituciones públicas llamadas a efectivizar el derecho. En  este sentido deberían promoverse no solamente instituciones fuertes, modernas y eficientes sino, primordialmente despolitizadas, en particular cuando se trata de organismos de contraloría o judiciales. En Colombia, tanto la Fiscalía General de la Nación, como la Procuraduría y la Contraloría, están destinadas a jugar un papel de singular protagonismo en el combate a la corrupción. Igualmente la Superintendencia Bancaria, la Corte Suprema de Justicia, El Consejo de Estado  y el sistema judicial todo. Tanto en el área de control como de la prevención; en materia de delitos contra la administración pública o financieros, nuestras instituciones deben poder exhibir ante la sociedad a la que sirven una sólida competencia técnica e indubitable independencia de gestión para poder instrumentar estrategias de prevención, contralor o sanción de la corrupción, actualizar la legislación vigente y promover su perfeccionamiento. Como ya se ha dicho - sin esta despolitización y sin la voluntad política -  los programas no funcionarán. Tan simple como eso. Y esto involucra concientización y educación, responsabilidades compartidas entre Estado y la sociedad civil.

El Banco ha estado vinculado en algunos aspectos a la reforma del Estado Colombiano. Tal ha sido el caso de los procesos de privatización y concesión de insfraestructura y de descentralización territorial. En los primeros, se ha asistido en la consolidación de marcos reguladores aplicables a distintos sectores y a mejorar la capacidad de adquisición de concesiones. En el segundo caso, se ha apoyado tanto el desarrollo institucional de los municipios como el fortalecimiento de la capacidad de gestión del gobierno central para regular desequilibrios fiscales sub-nacionales. Al momento, pensamos que programas en ejecución, como el de Reforma del Sector Público, el ya aprobado de Modernización de la Administración de Justicia que asiste a la Fiscalía General y el de apoyo al Congreso, aún en estudio, ofrecen escenarios de colaboración del mayor interés para encarar políticas y mecanismos efectivos para reducir la corrupción. 

Estas iniciativas no excluyen otras que podrían reforzar las ya emprendidas por Colombia en el área de las compras públicas y de su publicidad en otros campos que pudieran definirse a futuro. Por otra parte Colombia, tal como quedara de manifiesto a partir de la participación de Asobancaria en el seminario de Cartagena y en conversaciones que posteriormente hemos mantenido con sus directivos, está en situación de compartir con la región la valiosa experiencia que ha acumulado en el control de lavado de activos dentro del sistema bancario así como otros países pueden hacerlo en el área de la automatización de los sistemas de contratación estatal, por ejemplo.  El Banco puede y  debe facilitar la cooperación horizontal entre sus países miembros en la lucha contra la corrupción.

Para terminar, quisiera reiterarles nuestro agradecimiento por ilustrarnos, como se hizo el día de ayer, con mayor profundidad acerca de los distintos escenarios de corrupción y de combate a esta realidad en Colombia y manifestarles que el Banco Interamericano comparte sus inquietudes y es receptivo al análisis de las iniciativas que desde los países se nos presenten, con el objetivo de despejar de corrupción los esfuerzos que ambos estamos realizando por el desarrollo. Tenemos la convicción de que el nivel de participación y de compromiso de algunos sectores de la sociedad civil y del sector público y privado, así como el de la actividad internacional, ha contribuido, en los últimos años, a que hoy comencemos a intuir un futuro de revalorización de la ética en la función estatal y del interés público en nuestras sociedades. Muchas gracias.

Preguntas

En relación con las privatizaciones,  qué enfoque le da el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, teniendo en cuenta que el entorno en que ellos operan no es el mismo?  No es lo mismo la vigencia de la Ley Antitrust y los antimonopolios en Estados Unidos que tienen casi una eficiencia del 99%, en cambio en el caso colombiano la ley antimonopolios, que data de 1959 de quien era Ministro de Hacienda Hernando Agudelo Villa,  tiene una ineficiencia más alta que la de la antigua Unión Soviética, un país de economía centralmente planificado, entonces de entrada se dice, no estamos hablando de lo mismo.   Algunos han hecho una frase muy afortunada,  que a veces el sector privado colombiano lo que quiere es estar privado de competencia, y eso lo hemos visto en áreas estratégicas del sector privado, del sector financiero, del sector de la producción de acero, sector de la producción de cervezas, sector del transporte, de alguna manera la telefonía celular, obviamente todo esto afectando el consumidor, y  ponerlo en el entorno de la experiencia de ustedes.

Yo entiendo, aunque no conozco mucho el tema, pero entiendo que las experiencias en Chile de las privatizaciones fueron exitosas. En cambio hay un manto de duda en las privatizaciones Argentinas en que prácticamente se ferió parte de los bienes públicos; y en el caso Colombiano 2 o 3 experiencias que hemos tenido muestran signos distintos; la de Corelca; parece ser  una privatización afortunada aunque con todo el drama que se tenía en Corelca, menos seguridad se tiene de la de la CVC, que entre otras fue un patrimonio público construido por los Vallecaucanos a punta de sobretasas prediales, que termina privatizado después de 50 años, feriando un bien público que le pertenecía a los Vallecaucanos, y la tercera es la de Betania que ha dejado muchas dudas de cómo se hizo.  

Entonces si nos gustaría ver si el BID y el Banco Mundial tienen casos modelos de privatizaciones en donde el interés de la comunidad haya sido resguardado, y casos de privatizaciones donde el interés de la sociedad sencillamente fue asaltado.

Dr. James Spinner.  

Es una pregunta muy interesante porque el tema del otorgamiento de las concesiones vinculado con las privatizaciones de las cuales hemos visto tanto en los últimos años es probablemente uno de los temas más delicados para el área de corrupción.  Asegurarse que el proceso es equitativo y transparente.  Yo estoy de acuerdo que las privatizaciones en Chile han funcionado. No creo que hayamos publicado trabajos comparando experiencias o analizando exactamente cuáles han sido las experiencias positivas y cuáles las negativas.

Es un área en la que creo que el BID ha podido hacer un poco más en este campo; creo que han habido ejemplos y preferiría no entrar en detalles, pero si tengo la impresión de que se ha podido hacer un poco más por velar que el proceso sea transparente y que no haya habido colusión en la presentación de precios.

Dr.  Daniel Kaufmann

Yo viví en la Unión Soviética  cerca de cuatro años, y esa parte del mundo pasó por la más grande privatización que se ha presentado.  Miles de empresas se han privatizado, en algunos países mas, en otros un poco menos, de forma mucho más gradual, mucho más radical.  Así que es un área de investigación de laboratorio.  

Hicimos con colegas un estudio que fue publicado llamado "Corrupción y Privatización en Transición".  Ahora no todo aplica exactamente en América Latina pero salieron casos interesantes.

La primera, la respuesta que le ha dado la persona que maneja las privatizaciones en Ucrania, donde iban muy lentas por razones políticas y porque los comunistas todavía dominaban el Parlamento y no querían privatizaciones.  El   estaba defendiendo el programa de privatizaciones en el Parlamento y el jefe del grupo de los comunistas dijo un gran discurso, donde acusaba que todos eran corruptos y que iba a ser más corrupto, entonces para que privatizar; el señor del cargo de privatizaciones lo mira y le dice: “si usted cree que las privatizaciones son corruptas inténtelo sin privatizar”.

Hay un punto muy importante que se nos olvida a veces y es la comparación de qué pasa con o sin algo.  Siempre comparamos con algún ideal en el pasado que quizá ni existió, pero nunca lo comparamos con la trayectoria que tomaría una institución o un fenómeno si es que no se hace algo.  Siempre se piensa en privatización pero no se piensa lo suficiente en qué pasa con esa entidad publica, siguiendo el mismo tiempo de trayectoria.  Para empezar hay que tener claro que a veces aunque la privatización no sea totalmente limpia, quizás se puedan conseguir avances en cuanto  a limpieza comparados con lo que hay y con lo que habría si es que hay privatización.  En vez de compararlo con un ideal sin enfoque en la realidad, que es cero corrupción, cero sobornos, obviamente esto no existe en entidades públicas.

Lo que sale hoy en día en las experiencias es que hay una variedad enorme de cómo privatizar y hay ciertas metodologías mucho más transparentes que se han desarrollado y que pueden ayudar mucho  contra de la corrupción.

Hemos mirado los casos Argentinos y antes de las reformas hubo privatizaciones escandalosas, no transparentes.  Lo que pasó en el sector energético en Rusia, es un robo al patrimonio nacional por una banda de individuos que se han enriquecido a costa de la Nación.  

En realidad lo que hemos visto a lo largo de estudios es que por ejemplo en Colombia en transición es que gradualismo significa más corrupción, porque este gradualismo le permite mucha más discrecionalidad a los burócratas y a los políticos meterse en cada caso.

En realidad muchas de las empresas que privatizan en todo el mundo están quebradas y decimos por qué no liquidarlas.    El aspecto de privatizar monopolios es mucho más serio y obviamente hay que evitarlo.  Hubo eso en Argentina, tres reformas antes que mejoraran las privatizaciones y en la Ex Unión Soviática  también.  

No por esto hay que decirle no a la privatización, sino complementarlo igualmente en forma puntual con desmonopolización y desregulación.  El problema es que hay intereses creados por parte del gobierno para que haya una privatización, pero no para que haya una desmonopolización, pero ahí es donde entra la sociedad civil, las presiones de otros y trabajando con los reformistas dentro del gobierno es para que ocurran las dos cosas al mismo tiempo.  Lo que ha estado ocurriendo en Chile los últimos diez años en el sector de telecomunicaciones, es un ejemplo interesante de cómo se ha desmonopolizado;  hay una competencia enorme en este sector.  Hoy en día para llamar desde Santiago a Nueva York hay entre unas siete firmas y el valor es de 15 a 20 centavos de dólar, esto gracias a las reformas de complementación  y  desmonopolización de la privatización.

Pero reitero que ninguna de estas cosas son excusas para no privatizar.  Hay que hacer el trabajo técnico y político para tomar las medidas y reformas complementarias para la privatización, ya sea de desmonopolización o del marco regulatorio.

